	
	



DICTAMEN  DE 19 DE JUNIO DE 2019  SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO  FORAL 3/2011 QUE REGULA EL CENSO DE CONTRIBUYENTES Y OBLIGACIONES CENSALES Y EL DECRETO FORAL 111/2008 QUE REGULA LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR SOBRE CUENTAS, OPERACIONES Y ACTIVOS FINANCIEROS, ASÍ COMO SOBRE BIENES Y DERECHOS SITUADOS EN EL EXTRANJERO
I.- ANTECEDENTES DE HECHO

El proyecto de Decreto Foral objeto del presente Dictamen, ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por el Diputado Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 17 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo. A la petición de dictamen se acompaña una memoria con los resultados de los trámites de consulta pública previa, de  audiencia e información pública, un informe de impacto normativo y un informe de evaluación previa de impacto del género, tal como dispone el Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa.

En el citado proyecto de Decreto Foral se modifican los artículos 12.3 y 13.2 del Decreto Foral 3/2011, de 25 de enero, que regula el censo de los contribuyentes y obligaciones censales y el artículo 7.2 del Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero.

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS

1.- COMPETENCIA DE LA COMISIÓN CONSULTIVA PARA LA EMISION DEL DICTAMEN

El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las cuales se encuentra emitir dictamen sobre “Proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”.

La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico en el ámbito tributario la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece:

 “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.

A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.

El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, establece en su artículo 1. Uno que “Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”.

Por su parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el art. 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.

El artículo 26 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con el País Vasco, refiriéndose a la normativa aplicable al Impuesto sobre el valor Añadido, dispone:

“El Impuesto sobre el Valor Añadido es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado”.

En lo relativo a las operaciones relativas a derechos de suscripción, el artículo 10 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con el País Vasco, refiriéndose a la normativa aplicable a las  retenciones e ingresos a cuenta por determinadas ganancias patrimoniales, establece:

“Uno. Las retenciones relativas a las ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión o reembolso de acciones y participaciones de Instituciones de Inversión Colectiva, así como de la transmisión de derechos de suscripción, se exigirán, conforme a su respectiva normativa, por la Administración del Estado o por la Diputación Foral competente por razón del territorio, según que el accionista o partícipe tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en territorio común o vasco”.

Por su parte, el artículo 46.Dos del ya citado Concierto Económico con el País Vasco contempla el reparto competencial del cumplimiento de las obligaciones de suministro general de información tributaria entre los diferentes territorios:

“Dos. Las declaraciones que tengan por objeto dar cumplimiento a las distintas obligaciones de suministro general de información tributaria legalmente exigidas deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la Administración del Estado o ante la Diputación Foral competente por razón del territorio, con arreglo a los siguientes criterios:

a) Tratándose de obligados tributarios que desarrollen actividades económicas, ante la Administración a la que corresponda la competencia para la comprobación e investigación de dichas actividades empresariales o profesionales.

b) Tratándose de obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas, según que estén domiciliados fiscalmente en territorio común o foral.

A los efectos de lo dispuesto en las letras anteriores, cuando se trate de herencias yacentes, comunidades de bienes u otras entidades carentes de personalidad jurídica, las referidas declaraciones deberán asimismo presentarse ante la administración en la que estén domiciliados fiscalmente sus miembros o partícipes.”

Y, por último, el apartado Tres del mismo artículo 46 determina la Administración tributaria competente para la recepción de las obligaciones censales:

“Tres. Las declaraciones de carácter censal deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la Administración en la que radique el domicilio fiscal de la persona o entidad obligada a efectuarlas y además ante la Administración en la que dicha persona o entidad deba presentar, conforme a las reglas previstas en el presente Concierto Económico, alguna de las siguientes declaraciones:

- Declaración de retenciones e ingresos a cuenta.

- Declaración-liquidación por el Impuesto sobre Sociedades.

- Declaración-liquidación por el Impuesto sobre el Valor Añadido.

- Declaración por el Impuesto sobre Actividades Económicas.”

Este reparto sobre el cumplimiento de las obligaciones tributarias formales se contempla, también en el artículo 90 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava que indica que, “Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 3 del artículo 35 de esta Norma Foral, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas.”

A la vista de lo anterior se concluye que las modificaciones reglamentarias recogidas por el proyecto de Decreto Foral de referencia deben ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva.

2.- COMPETENCIA ORGÁNICA Y HABILITACION NORMATIVA

El artículo 4.1 de la Norma Foral General Tributaria de Álava atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con los tributos locales.

Además de esta habilitación reglamentaria general, en relación con las obligaciones tributarias formales, el artículo 29.3 de la Norma Foral General Tributaria dispone de forma expresa que “las disposiciones reglamentarias podrán regular las circunstancias relativas al cumplimiento de las obligaciones tributarias formales”.
Por su parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 52/92, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava establece que, “En el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Diputados aprobar, mediante Decretos Forales, Reglamentos de ejecución y desarrollo de las Normas Forales”.

3.- PROCEDIMIENTO 

La tramitación del procedimiento se ha ajustado a las normas vigentes relativas a la elaboración de disposiciones generales, en cuanto al órgano competente para formular la propuesta, la emisión de los informes de impacto normativo y de evaluación previa de impacto en función del género, la solicitud de consulta a la Comisión Consultiva y el órgano competente para su aprobación.

En particular, en atención a lo señalado en el artículo 9 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo la consulta pública previa  del avance del proyecto por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 2 de mayo de 2019, en la que se certifica que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas.

Asimismo, a la vista de lo señalado en el artículo 14 del anexo I del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo el trámite de audiencia e información pública  del avance del proyecto de Decreto Foral por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 22 de mayo de 2019, en la que se certifica que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas.

Por otra parte, con fecha 25 de abril de 2019, el Servicio de Normativa Tributaria emite un informe de impacto de género que fue validado por el  Servicio de Igualdad, Cooperación e Interculturalidad  de esta Diputación Foral mediante informe de fecha 8 de mayo de 2019.

III.- ESTRUCTURA DEL DECRETO FORAL.

El proyecto de Decreto Foral consta de una exposición de motivos,  una parte dispositiva con dos apartados  y una disposición final, que  fija su entrada en vigor al día siguiente al de su publicación en el BOTHA y que surtirá efectos a partir del 1 de enero de 2019. 

Las modificaciones planteadas afectan a las siguientes disposiciones:

· Decreto Foral 3/2011, de 25 de enero, que regula el censo de los contribuyentes y obligaciones censales

· Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero

IV. ANÁLISIS DE LA PROPUESTA NORMATIVA 
La Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018 modificó la tributación por el Impuesto sobre el Valor Añadido en el caso de servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión o de televisión y a los prestados por vía electrónica por empresarios o profesionales no establecidos en la Comunidad.

En efecto, la citada Ley 6/2018, de 3 de julio introdujo en el artículo 70, apartados 4º y 8º, de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre del Impuesto sobre el Valor Añadido  la posibilidad de considerar realizados en el territorio de aplicación del Impuesto (Península o Baleares)  los  servicios de referencia, siempre que:

· Que el importe total, excluido el Impuesto, de dichas prestaciones de servicios haya excedido durante el año natural precedente  o no, según el caso,   el límite cuantitativo de 10.000 euros o su equivalente en moneda nacional y  

· Los destinatarios de los servicios no tuvieran la condición de empresarios o profesionales y en función de donde se encontraran establecidos o tuvieran su residencia o domicilio habitual.

No obstante cabe la posibilidad, aun no cumpliéndose las citadas condiciones, de que las operaciones de este tipo puedan entenderse efectuadas en el territorio de aplicación del Impuesto y en consecuencia  sujetas al Impuesto español, en función de una opción ejercida por el empresario o profesional que los preste.

En esencia, se trata de simplificar la gestión del Impuesto a aquellos empresarios o profesionales que presten servicios de este tipo, en las condiciones señaladas en el artículo 70.uno de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido.

El ejercicio de  estas nuevas opciones y su revocación por parte de los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que presten  los servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión o de televisión y a los prestados por vía electrónica,  hace necesaria la modificación de las declaraciones censales de alta y modificación en el Censo Único de Contribuyentes de la Diputación Foral de Álava. 

El contenido de la Ley 6/2018,  en lo relativo al Impuesto sobre el Valor Añadido, fue adaptado a la normativa alavesa en virtud de lo dispuesto en el Decreto Normativo de Urgencia Fiscal 2/2018, del Consejo de Gobierno Foral de 11 de septiembre de 2018, de adaptación a la normativa tributaria alavesa de diversas modificaciones introducidas en el Impuesto sobre el Valor Añadido, en los Impuestos Especiales, en el Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero y en el interés de demora, dando así cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con el País Vasco.

Por otra parte, en relación con a las operaciones relativas a derechos de suscripción,  la modificación que se pretende introducir  tiene por objeto evitar problemas de gestión derivados de la duplicidad en la aportación de la información a la Administración tributaria sobre operaciones de transmisión de derechos de suscripción. Por ello, se modifica  la normativa para centralizar todo el suministro informativo sobre operaciones con derechos de suscripción en la entidad depositaria, de forma que sólo en ausencia de depositario en España, surgirá la obligación de informar para el intermediario financiero o fedatario público que intervenga en la operación. Con ello se aclara quien tiene la obligación de presentar la declaración  modelo 187 “Retenciones e ingresos a cuenta sobre rentas o ganancias patrimoniales obtenidas como consecuencia de las transmisiones o reembolsos de acciones y participaciones representativas del capital o del patrimonio de las instituciones de inversión colectiva. Resumen anual”.

Como consecuencia de todo lo anteriormente expuesto se aprobó   el Real Decreto 1512/2018, de 28 de diciembre, por el que se modifican el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, y el Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio.

En concreto,  en el artículo tercero del Real Decreto 1512/2018,  se introducen las mismas modificaciones que ahora se pretenden adaptar a la normativa fiscal alavesa.

Mediante  el Decreto Foral objeto de estudio se incorporan a las declaraciones de alta  y de modificación en el Censo único de Contribuyentes de la Diputación Foral de Álava las opciones o revocaciones a ejercitar, en su caso, por los prestadores de servicio de telecomunicaciones, de radiodifusión o de televisión y a los prestados por vía electrónica, no establecidos en la Comunidad y se establecen nuevos criterios para la presentación de la declaración modelo 187.

V. CONCLUSIONES

PRIMERA.- El Proyecto de Decreto Foral propuesto debe ser objeto de dictamen por la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, por ser materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava.

SEGUNDA.- El Proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.
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